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Asunto. Respuesta radicado 2014-E-R-3953. Concepto sobre ajuste por asignación 
de funciones en encargo. 

: 

Dando respuesta a la solicitud del asunto, el Departamento Administrativo del 
Servicio Civil Distrital rinde su concepto en los siguientes términos: 

Mediante la solicitud de la referencia, se informa y consulta lo siguiente: 

"(.•.) 

La Fundación Gilberto (sic) Alzate Avendaño en el momento no tiene directo en propiedad. 
De acuerdo al Decreto 502 de 2014, el señor Alcalde encargo (sic) delas (sic) funciones del 
cargo de director (sic) General de la Entidad ala (sic) doctora Yanet Suarez (sic) Acero. 

Puede reconocerse la diferencia que genera el sueldo que la doctora Yanet devenga en la 
Secretaría de Cultura con la Asignación (sic) del sueldo de Director de la Fundación? 

La duda se genera, dado que el Decreto contempla encargar de las funciones del cargo de 
Director General. (sic) y no de (sic) cargo.  

Agradezco su ayuda para poder tener claridad en el tema. 
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Para avalar la respuesta a sus interrogantes es importante tener en cuenta la siguiente 
normatividad: 

DECRETO 785 de 2005 "por el cual se establece el sistema de nomenclatura y 
clasificación y de funciones y requisitos generales de los empleos de las entidades 
territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 2004". 

"Artículo P. Niveles jerárquicos de los empleos. Según la naturaleza general de sus 
funciones, las competencias y los requisitos exigidos para su desempeño, los empleos de las 
entidades territoriales se clasifican en los siguientes niveles jerárquicos: Nivel Directivo, 
Nivel Asesor, Nivel Profesional, Nivel Técnico y Nivel Asistencial". 

"Artículo 15. Nomenclatura de empleos. A cada uno de los niveles señalados en el artículo 3" del 
presente decreto, le corresponde una nomenclatura y clasificación específica de empleo. 

Para el manejo del sistema de nomenclatura y clasificación, cada empleo se identifica con un código 
de tres dígitos. El primero señala el nivel al cual pertenece el empleo y los dos restantes indican la 
denominación del cargo. 

Este código deberá ser adicionado hasta con (los dígitos más que corresponderán a los grados de 
asignación básica que las Asambleas y los Concejos les fijen a las diferentes denominaciones de 
empleos". 

DECRETO 1950 DE 1973 "por el cual se reglamentan los Decretos- Leyes 2400 y 3074 
de 1968 y otras normas sobre administración del personal civil". 

"Artículo 34°.- Hay encargo cuando se designa temporalmente a un empleado para asumir  
total o parcialmente, las funciones de otro empleo vacante por falta temporal o definitiva de 
su titular, desvinculándose o no de las propias de su cargo".  (Subrayas fuera de texto). 

"Artículo 37°.- El empleado encargado tendrá derecho al sueldo de ingreso señalado para el 
empleo que desempeña temporalmente, siempre que no deba ser percibido por su titular".  
(Subrayas fuera de texto). 

LEY 344 DE 1996 "por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto 
público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones". 

"Artículo 18. Los servidores públicos que sean encargados, por ausencia temporal del 
titular, para asumir empleos diferentes de aquellos para los cuales han sido nombrados no 
tendrán derecho al pago de la remuneración señalada para el empleo que se desempeña 
temporalmente, mientras su titular la esté devengando.  
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Ninguna entidad territorial u organismo del Estado podrá encargar provisionalmente a 
servidor público alguno para ocupar cargos de mayor jerarquía sin la disponibilidad 
presupuestal correspondiente. El funcionario que contravenga lo dispuesto en éste inciso 
incurrirá en falta disciplinaria y será responsable civilmente para los efectos del mismo". 
(Subrayas fuera de texto). 

Por su parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, con ponencia de la Consejera Clara Forero de Castro, se profirió sentencia 
con la referencia: Expediente número 3523 del 21 de noviembre de 1989, en cuya 
parte motiva se concluye que: 

"Admitido el hecho del desempeño de las funciones de Jefe de la División de Fronteras en el 
Ministerio de Relaciones Exteriores por parte del señor Pedro José Benítez Reina, desde el 5 
de julio de 1979 y hasta el 25 de marzo de 1983, debe cancelársela (sic) la diferencia 
salarial no pagada; es decir, entre lo que se le reconoció como Jefe de Sección y lo que le 
correspondía como Jefe de División, pues no era incompatible el desempeño de los dos 
cargos uno como titular v el otro como encargado por voluntad de la administración.  

Obviamente que este reconocimiento tendrá incidencia en la liquidación de prestaciones 
sociales, en cuanto se modifica el salario devengado". (Subrayas fuera de texto). 

En un sentido más conceptual y casuístico, se pronunció la Corte Constitucional 
mediante Sentencia T-833/12. 

"No es procedente utilizar esta función para asignar "todas y cada una de las 
funciones correspondientes a otro cargo diferente al que se desempeña por el 
. funcionario, pues, esto equivale a asignar un "cargo por su denominación específica", 
bajo el ropaje de la asignación de funciones que como se dijo no es una figura jurídica 
autónoma, como el encargo, el traslado, etc.; costumbre que a ultranza se viene 
realizando en diferentes entidades del Estado, en forma impropia cuando para ello 
existe en la normatividad la figura jurídica del "encargo". 

En el caso concreto, señalan los actores que a algunos de ellos se les ha designado en 
encargo para desempeñar cargos de superior jerarquía sin recibir la remuneración de 
este y que a otros, se les han asignado funciones de cargos de mayor jerarquía sin 
devengar el salario correspondiente a dicho cargo". 

Cuando las sentencias son proferidas por las Altas Cortes de la jurisdicción ordinaria, 
contencioso administrativa y constitucional, las autoridades administrativas se 
encuentran obligadas a acatar el precedente judicial dictado por ellas. 

Cra 30 No 25 — 90, piso 9 costado oriental 
Tel: 3680038 
www.serviciocivilsoovico  
Info: Línea 195 

BOGOTÁ 



ALCALDÍA MAYOR 
DE BOGOTÁ D.C. 

GESTIÓN PÚBLICA  

Departamento Administrativo del Servicio Civil 

Así lo dicta la misma Corte Constitucional en la Sentencia C-539 de 2011: "La Corte 
reitera nuevamente el mandato superior de sujeción de las autoridades administrativas a la 
Constitución y a la ley, y por ende al precedente judicial de las Altas Cortes, en desarrollo 
del Estado Social y Constitucional de Derecho —art.1 CP-; los fines esenciales del Estado-
art.2-; la jerarquía superior de la Constitución —art.4-; la sujeción de las autoridades 
públicas a la Constitución -artículos 6", 121 y 123 CP-; el debido proceso y principio de 
legalidad —art.29 CP; el derecho a la igualdad —art.13 CP-; la buena fé de las autoridades 
públicas —art.83 CP-; los principios de la función administrativa —art. 209 CP-; la fuerza 
vinculante del precedente judicial -artículo 230 superior-; y la fuerza vinculante de las 
decisiones de constitucionalidad -artículo 241 de la Carta Política-. En desarrollo de estos 
preceptos constitucionales, la Sala reitera igualmente, las reglas jurisprudenciales expuestas 
en detalle en la parte motiva y considerativa de esta sentencia, que han sido fijadas y 
desarrolladas en múltiples pronunciamientos de esta Corporación, entre las más importantes 
las siguientes: (i) todas las autoridades públicas administrativas se encuentran sometidas al 
imperio de la Constitución y la lev, por expreso mandato constitucional, lo cual implica el 
necesario acatamiento del precedente judicial emanado de las Altas Cortes; (ii) el 
entendimiento del imperio de la ley, a la que están sujetas las autoridades administrativas y 
judiciales, debe entenderse como referido a la aplicación del conjunto de normas 
constitucionales y legales, incluyendo la interpretación jurisprudencia) de los máximos 
órganos judiciales; (iii) todas las autoridades administrativas se encuentran obligadas a 
interpretar y aplicar las normas a los casOS concretos de conformidad con la Constitución y 
la ley; (iv) todas las autoridades administrativas deben aplicar las normas legales en  
acatamiento del precedente judicial de las Altas Cortes o fundamentos jurídicos aplicados en  
casos análogos o similares, aplicación que en todo caso debe realizarse en consonancia con 
la Constitución, norma de normas, v punto de partida de toda aplicación de enunciados 
jurídicos a casos concretos• (v) el respeto del precedente judicial por parte de las 
autoridades administrativas se fundamenta (a) en el respeto del debido proceso v del 
principio de legalidad en materia administrativa —art. 29, 121 y 122 Superiores- -  (b) en el 
hecho que el contenido v alcance normativo de la Constitución v la lev es fijado válida  
legítimamente por las altas Cortes, cuyas decisiones hacen tránsito a cosa juzgada v tienen  
fuerza vinculante; (c) en que las decisiones de las autoridades administrativas no pueden ser 
arbitrarias y deben fimdamentarse de manera objetiva y razonable; (d) en que el 
desconocimiento del precedente y con ello del principio de legalidad implica la  
responsabilidad de los servidores públicos (art. 6 y 90 C.P.); y (e) en que las actuaciones y 
decisiones de las autoridades administrativas deben respetar la igualdad de todos ante la ley 
—art. 13 C.P; (vi) si existe ior tanto una inter retación •udicial vinculante las autoridades 
administrativas deben a licar al caso en concreto similar o análo o dicha inter sretación 
que para estas autoridades no es válido el principio de autonomía o independencia, válido 
para los jueces; (vii) aún en aquellos asuntos o materias que eventualmente no hayan sido 
interpretados y definidos previamente por la jurisprudencia, o respecto de los cuales existan 
criterios jurisprudenciales disímiles, las autoridades administrativas no gozan de un margen 
de apreciación absoluto por cuanto se encuentran obligados a interpretar v aplicar las 
normas al caso en concreto de manera acorde v ajustada a la Constitución y a la lev, v ello 
de conformidad con el precedente judicial existente de las altas Cortes; (viii) en caso de falta 
de precisión o de contradicción del' precedente judicial aplicable, corresponde, 
prioritariamente, al alto tribunal precisar, aclarar y unificar coherentemente su propia 
jurisprudencia; (ix) en caso de existencia de diversos criterios jurisprudenciales sobre una 
misma materia, corresponde igualmente a las autoridades públicas administrativas, 
evidenciar los diferentes criterios jurisprudenciales aplicables para fundamentar la mejor 
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aplicación de los mismos, desde el punto de vista del ordenamiento jurídico en su totalidad, y 
optar por la decisión que, de mejor manera interprete el imperio de la Constitución y de la 
ley, para el caso concreto; (x) los fallos de la Corte Constitucional tanto en ejercicio del 
control concreto como abstracto de constitucionalidad, hacen tránsito a cosa juzgada y 
tienen fuerza vinculante, en su parte resolutiva (erga ommes en el caso de los fallos de 
control de constitucionalidad de leyes, e inter partes para los fallos de tutela) y, en ambos 
casos, las consideraciones de la ratio decidendi tienen fuerza vinculante para todas las 
autoridades públicas; (xi) el desconocimiento del precedente judicial de las Altas Cortes por 
parte de las autoridades administrativas, especialmente de la jurisprudencia constitucional, 
implica la afectación de derechos, fundamentales, y por tanto una vulneración directa de la 
Constitución o de la ley, de manera que puede dar lugar a (i) responsabilidad penal, 
administrativa o disciplinaria por parte de las autoridades administrativas, (u) la 
interposición de acciones judiciales, entre ellas de la acción de tutela contra actuaciones 
administrativas o providencias judiciales". 

(...) 

"La Corte reitera en esta oportunidad que todas las autoridades públicas, de carácter 
administrativo o judicial, de cualquier orden, nacional, regional o local, se encuentran  
sometidas a la Constitución v a la ley, y que como parte de esa sujeción, las autoridades 
administrativas se encuentran obligadas a acatar el precedente judicial dictado por las Altas 
Cortes de la jurisdicción ordinaria contencioso administrativa y constitucional.  

5.1 La anterior afirmación se fundamenta en que la sujeción de las autoridades 
administrativas a la Constitución y a la ley, y en desarrollo de este mandato, el acatamiento 
del precedente judicial, constituye un presupuesto esencial del Estado Social y 
Constitucional de Derecho —art.1 CP-; y un desarrollo de los fines esenciales del Estado, 
tales como garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución —art.2-; de la jerarquía superior de la Constitución —art.4-; del mandato de 
sujeción consagrado expresamente en los artículos 6", 121 y 123 CP; del debido proceso y 
principio de legalidad —art.29 CP; del derecho a la igualdad —art.13 CP-; del postulado de 
ceñimiento a la buena . fé de las autoridades públicas —art 83 CP-; de los principios de la 
fruición administrativa —art. 209 CP-; de la fuerza vinculante del precedente judicial 
contenida en el artículo 230 superior; así como de la fuerza vinculante del precedente 
constitucional contenido en el artículo 241 de la Carta Política". (Subrayas fuera de 
texto). 

Más aún, el precedente judicial de no respetarse en casos análogos podría constituir 
violación de los derechos al debido proceso y la igualdad, según sentencia de tutela 
de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado del 7 de marzo de 2013, con el radicado 11001-03-15-000-2013-00131- 
00(AC). 

La Corte Constitucional en la sentencia C-428 de 1997, señala en su parte pertinente 
lo siguiente: 
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"Tratándose de ausencia temporal, la cual genera el encargo temporal, la misma es por 
esencia transitoria y, por tanto, el encargo durará, como máximo, el término dispuesto para 
la ausencia definitiva cual es, según la norma anteriormente citada, de tres (3) meses. 
Obsérvese, que la ausencia temporal del empleado supone de todas maneras su vinculación 
en el cargo del cual es titular, aún cuando circunstancias de orden administrativo o de otro 
orden, no le permitan, transitoriamente, estar al frente del mismo. Por tanto, el hecho de 
seguir vinculado a su cargo original lo habilita para continuar recibiendo la 
correspondiente remuneración y las prestaciones sociales a que tenga derecho; de allí que el 
empleado encargado no pueda recibir la remuneración del empleo para el cual ha sido 
asignado provisionalmente, pues ello supondría una doble carga prestacional para la 
Administración pública por un mismo empleo y, además, una doble remuneración para el 
encargado, quien, dada la naturaleza excepcional y transitoria del encargo, en ningún 
momento deja de recibir el salario correspondiente al empleo que originalmente desempeña 
y al cual regresará luego de cumplido el encargo. En efecto, el empleado público, al variar 
su situación administrativa en aquella denominada encargo, tendrá derecho a recibir la 
remuneración del empleo en el cual ha sido encargado, "...siempre que no sea percibido por 
su titular" (art. 37 D.R. 1950 de 1973). 

Así, permitir que quien desempeña un empleo por encargo temporal reciba la asignación del 
titular estando éste devengándola, contraviene lo dispuesto en los artículos 122 y 128 de la 
Constitución Política que expresamente señalan: 

"Artículo 122. No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o 
reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados 
en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente." 

"Artículo 128. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni 
recibir más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de 
instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente 
determinados por la ley." 

El encargo temporal, es entonces una situación administrativa de creación legal que le 
permite al Estado sortear las dificultades que puedan presentarse en los casos de ausencia 
temporal o definitiva de un empleado cuya labor es indispensable para la atención de los 
servicios a su cargo. Se trata realmente, de una medida de carácter excepcional que 
igualmente enfrenta situaciones excepcionales o de urgencia y que se cumple en lapsos 
cortos. Ella encuentra ,fundamento en el inciso 2o. del artículo 123 de la Carta Política, que 
dice: 'los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus 
funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento". 

Por ello, no considera la Corte que la norma bajo estudio sea inconstitucional y establezca 
una discriminación en contra del servidor público bajo encargo, por no recibir el salario 
percibido por su titular, pues como lo ha reconocido la jurisprudencia reiterada de esta 
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Corporación, el derecho a la igualdad, consagrado en el artículo 13 de la Carta Política, no 
puede ser entendido como una igualdad matemática que le impida al legislador regular 
tratamientos diferentes con respecto de aquellos casos que presentan características 
diversas, producto de las distintas situaciones en que se desenvuelven los sujetos. 

La igualdad, evidentemente, busca un tratamiento igual para casos análogos y diferente para 
situaciones cuyas características son distintas. Sin embargo, la existencia de la igualdad no 
limita la posibilidad de que pueda darse un tratamiento diferente para hechos que se 
encuentran cobijados bajo una misma premisa, siempre que la diferencia esté amparada por 
una razón clara y lógica que la convalide y que la doctrina constitucional ha denominado 
'Principio de razón suficiente". Por ello, el establecer formas de diferenciación y 
tratamientos distintos no necesariamente conduce a una discriminación, pues a ésta sólo se 
llega cuando la diferencia no es el resultado de una justificación razonable y lógica. 

En el caso de la norma acusada, lo que busca el legislador con su consagración, como ya se 
ha dicho, es suplir una necesidad pública de servicio cuya atención es indispensable para 
dar cumplimiento a los . fines esenciales del Estado, relacionados con el servicio a la 
comunidad y la prosperidad general (art. 2 C.P.), pero garantizando su continuidad y 
eficiencia con arreglo a criterios de economía y racionalización de los costos operativos que 
puede llegar a demandar su ejercicio. En este punto no sobra recordar que, según los 
postulados consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política, la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y debe desarrollarse con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad e 
imparcialidad, entre otros. Igualmente, la norma citada le impone a las autoridades 
administrativas el deber de coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los 
fines del Estado. 

Por lo demás, debe insistirse en que la situación prevista en la norma acusada es 
eminentemente transitoria y, por lo tanto, coyuntural, a la cual no cabe aplicar el principio 
de "a trabajo igual salario igual", pues si bien es cierto que el servidor encargadó de asumir 
transitoriamente las ,funciones propias de un cargo, por ausencia temporal del titular de éste, 
debe desempeñar dichas funciones durante un lapso, generalmente corto, no por ello asume 
la totalidad de las prerrogativas, preeminencias y responsabilidades que corresponden al 
titular, quien lo desempeña en razón de haber reunido la plenitud de los requisitos exigidos 
para ello, a juicio del nominador, y con carácter permanente, mientras goce, naturalmente, 
de la confianza de éste, si se trata de funcionarios de libre nombramiento y remoción, o 
cumpla a cabalidad con las.  funciones propias del cargo, si es de carrera". 

Conforme con todo lo anterior, la situación objeto de consulta encuadra en la 
normatividad aquí invocada, desarrollada y resuelta en una y otra sentencia citadas, 
por cuanto no existe nombramiento en propiedad del Director General de la entidad. 
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Por consiguiente, no habiendo titular del cargo provisto en encargo, por cuanto no ha 
sido nombrado, no se está cubriendo la remuneración señalada para el empleo que se 
provee en encargo. 

CONCLUSIÓN 

Conforme con todo ello, este Despacho considera que la entidad debe reconocer y 
pagar a la funcionaria encargada la asignación básica y las prestaciones sociales del 
cargo en encargo como Director General de la entidad, por el término del encargo, 
salvo que sea incompatible el desempeño de los dos cargos, uno como titular y el otro 
como encargada, a juicio de la administración. 

El Departamento le reitera su permanente disposición para acompañar y asesorar a su 
entidad en los asuntos de nuestra competencia. 

El presente concepto se emite en los términos dispuestos en el Art. 28 de la Ley 1437 
de 2011 (C. P. A. C. A). 

Cordial - 

(9 	 G26, 
RN O VARGAS ACH 

ubdirector Técnico 
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